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TEMA 2

DERECHO COMUNITARIO EUROPEO: CARACTERES. SUS FUENTES: TRATADOS BÁSICOS; REGLAMENTOS Y DIRECTIVAS; OTRAS FUENTES. EL EFECTO DIRECTO. VALOR DE LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. EL RECURSO PREJUDICIAL

DERECHO COMUNITARIO EUROPEO: CARACTERES


El Derecho Comunitario se podría definir como el conjunto de normas, estructuradas con arreglo a unos principios, que rigen las relaciones en el seno de la Comunidad Europea, tanto en sus relaciones con los países miembros, como en las de éstos entre ellos o con terceros estados. Estos principios que rigen el Derecho Comunitario serían los siguientes

· Proceso de integración europea. La Comunidad Europea surge por el ansia de varios estados europeos, tras los desastres de la Segunda Guerra Mundial, de llegar a alcanzar una estabilidad política en la zona que permitiera en un futuro la unión entre ellos. Para alcanzar esta finalidad, se consideró que la mejor opción era procedefr en primer lugar a llevar a cabo una serie de avances que permitieran una unión de carácter económico, para lo cual se celebrarían los que se conocen como Tratados Originarios de la Comunidad Europea. Una vez alcanzada dicha unión económica, se podrían plantear otros acuerdos que permitieran alcanzar una unión de carácter político. Para ello se han dado ya grandes avances, como podrían ser los distintos acuerdos de cooperación en materia jurídica o policial, y, más recientemente, el Tratado sobre la Unión Europea, que introduce conceptos como el de la ciudadanía de la Unión. En resumen, mientras los tratados, en el marco del Derecho Internacional General, tienen por finalidad la cooperación internacional, el Derecho Comunitario tiene por finalidad la integración supranacional.

· Principio del Acervo Comunitario. El Derecho Comunitario es un derecho que ha de ser aceptado por los Estados miembros en el momento de su incorporación. La incorporación a la Comunidad Europea tiene lugar en virtud de un Tratado, pero este Tratado ofrece una característica muy particular: la de ser un tratado de Adhesión. Así, el derecho producido por las instituciones comunitarias constituye el patrimonio jurídico de la Comunidad, patrimonio que ha de ser aceptado pura y simplemente, sin posibilidad de reservas, aunque se puede establecer un régimen transitorio que permita la adaptación del derecho interno. Cómo consecuencia, cada uno de los estados deberá adaptar su Derecho a las normas del Derecho Comunitario. Así se produjo en España tras su incorporación por el Tratado de Adhesión de 12 de junio de 1985. Pero hay que destacar que el deber de adaptar el derecho español al Comunitario no se trata de un título competencial específico a favor del Estado, sino que la entidad competente para realizar la adaptación es aquella que ostente la competencia para legislar sobre la materia de que se trate, pudiendo ser, por tanto el propio Estado o una Comunidad Autónoma (STC 252/1988 de 20 de diciembre), y lo mismo se entiende respecto de la ejecución de las normas comunitarias (STC 45/2001, de 15 de febrero).
· Derecho supraestatal. El fundamento del Derecho comunitario reside en un traslado de competencias que hacen los Estados a una institución supranacional. Se ha discutido largamente si los Estados ceden las competencias o ceden sólo su ejercicio, y si esta cesión  implica o no una cesión de soberanía. Estas cuestiones se encuentran hoy en día ya resueltas. Así, en primer lugar, ha de destacarse que se transmite sólo el ejercicio de competencias, según se desprende del art. 93 C.E. “Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución..”. Por tanto no se produce una cesión de soberanía, sino como ha indicado reiteradamente el TJCE (entre otras, asunto Costa-Enel, 1964) una “limitación, en esferas concretas, de los derechos soberanos”. Lo cierto es que los dos rasgos propios de la soberanía no quedan afectados por la integración en la Unión Europea: la independencia (porque los Estados pueden, en cualquier momento, separarse de la Unión) y el poder constituyente (porque permanece incólume en el pueblo español, que es el único legitimado para la reforma constitucional). De este principio se derivan grandes consecuencias:
· El Derecho Comunitario es de aplicación directa en cada estado miembro
· Es un Derecho capaz de crear directamente derechos y obligaciones para los ciudadanos
· El Derecho comunitario es un Derecho que prevalece sobre el derecho interno de cada Estado miembro.
· Es un Derecho que trata de configurarse como un ordenamiento autónomo y unitario: mientras que los Tratados Internacionales se incorporan al Derecho interno, el Derecho comunitario no se integra, permanece al margen, con sus instituciones propias, con sus fuentes materiales y formales propias. Así, la autonomía del Derecho Comunitario se manifiesta en:
· La atribución de competencias estatales a las instituciones comunitarias
· El sistema institucional propio de creación de normas
· El sistema institucional propio de aplicación e interpretación de las normas.

SUS FUENTES: TRATADOS BÁSICOS; REGLAMENTOS Y DIRECTIVAS; OTRAS FUENTES


Es criterio predominante en la doctrina distinguir dos grandes sustratos normativos en el Derecho comunitario: el Derecho primario o originario, y el Derecho derivado o secundario. Junto a ellos, y con un tratamiento mucho menos homogéneo, se sitúa un tercer paquete de normas que llamaremos, sin demasiada precisión, Derecho Complementario (o supletorio, según otros).

DERECHO PRIMARIO


El primer sustrato del ordenamiento jurídico comunitario está constituido por el Derecho originario o primario, que no es otra cosa que los tres Tratados originarios de las Comunidades Europeas,, cuyo contenido, en relación con la versión originaria, ha variado profundamente por efecto de los sucesivos y numerosos tratados modificativos.


Las normas que integran esta primera categoría del Derecho Comunitario son, en cuanto a su naturaleza, normas jurídicas internacionales y, por consiguiente, sometidas a la regulación internacional del Derecho de Tratados. Por lo que respecta a su contenido, se trata de los preceptos que proclaman los principios que han regido la vida de las Comunidades, establecen la estructura funcional de las mismas articulando su sistema orgánico, fijan las competencias que han de ejercer los distintos órganos, disponen los procedimientos a seguir para tal ejercicio... Incluye igualmente el Derecho primario las normas referentes a las libertades y a las políticas comunitarias.

· Tratados constitutivos

· Tratado de París, de 18 de abril de 1951, por el que se constituye la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA)

· Tratado de Roma, de 25 de marzo de 1957, por el que se constituye la Comunidad Económica Europea (CEE)

· Tratado de Roma, de 25 de marzo de 1957, por el que se constituye la Comunidad Europea de la Energía Atómica (EURATOM)

· Tratados y Actas que modifican los Tratados Constitutivos

· Tratado de Bruselas o de Fusión, de 8 de abril de 1965, por el que se constituyó un único Consejo y una única Comisión para las tres Comunidades.

· Acta Única Europea (17 de Febrero de 1986)

· Tratado de la Unión Europea (Maastricht, 7 de febrero de 1992)

· Tratado de Ámsterdam, de 2 de octubre de 1997

· Tratado de Niza, de 26 de febrero de 2001, que aún no está en vigor.

· Tratados de Adhesión de los diferentes Estados miembros, destacando, por su importancia para nosotros, el de adhesión de España de 12 de junio de 1985.

· Otros Tratados.

· Convenio sobre reconocimiento mutuo de sociedades y demás personas jurídicas.

· Convenio sobre jurisdicción y ejecución de sentencias en materia civil y mercantil

DERECHO DERIVADO: REGLAMENTOS Y DIRECTIVAS


El segundo sustrato del Derecho comunitario está constituido por las normas emanadas de las instituciones comunitarias dotadas de poder normativo. Estas instituciones son el Consejo de la Unión Europea, órgano político más importante, que está integrado por un representante de cada Estado miembro; la Comisión Europea, integrada por Comisarios, que aunque son nacionales de los estados miembros ejercen sus funciones con absoluta independencia de sus estados y solo defienden los intereses generales de la Comunidad; el Parlamento Europeo, que es el órgano de representación directa de los pueblos de los Estados miembros, que no dicta leyes y cuya competencia para dictar reglamentos junto al Consejo aparece en el Tratado de la Unión; y el Banco Central Europeo, en el ámbito de sus facultades financieras.


Este derecho derivado parte de una premisa, que es su subordinación a los Tratados. Existe, por tanto, una subordinación jerárquica a las normas del Derecho primario, que permitirá un control por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. En cuanto a su alcance, es fundamental el artículo 249 del Tratado de la Comunidad Europea (antiguo artículo 189):


“Para el cumplimiento de su misión, el Parlamento Europeo y el Consejo conjuntamente, el Consejo y la Comisión adoptarán reglamentos y directivas, tomarán decisiones, formularán recomendaciones y emitirán dictámenes, en las condiciones previstas en el presente Tratado.


“El reglamento tendrá un alcance general. Será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable a cada Estado miembro.


“La directiva obligará al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios.


“La decisión será obligatoria en todos sus elementos y para todos sus destinatarios.


“Las recomendaciones y los dictámenes no serán vinculantes.”

De este artículo se desprende la posibilidad de distinguir entre actos obligatorios y actos no obligatorios, y, dentro de los primeros, entre aquellos que tiene una vigencia jurídica general y los que sólo la tienen individual. 


La elección de qué tipo de norma debe regular una materia, y el órgano a quien corresponde su elaboración y aprobación no es arbitraria. Son las normas del Derecho Primario las que determinan que materias han de ser reguladas por uno u otro tipo de norma, si bien, en algunos supuestos la elección corresponde a los propios órganos comunitarios. En cuanto a los órganos,  podríamos distinguir tres grupos:

· Adoptados por el Consejo a propuesta de la Comisión

· Adoptados conjuntamente por el Consejo y el Parlamento Europeo

· Adoptados por el Consejo con la cooperación del Parlamento

Reglamentos


Constituye un acto normativo de carácter general, obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en los Estados miembros. Sus caracteres son los siguientes:

a) Alcance general. Hace referencia a su aplicación a situaciones objetivamente determinadas y con efectos jurídicos para una categoría de sujetos contemplada de forma general y abstracta. Sus destinatarios no están individualmente determinados. Es el rasgo que los diferencia frente a las decisiones, que van dirigidas a unos destinatarios concretos y limitados.

b) Obligatorio en todos sus elementos. Tal obligatoriedad, al ser plena, impide que los Estados miembros puedan aplicar de manera selectiva o incompleta las disposiciones de un Reglamento, lo que ha sido reiterado por el TJCE (asunto Comisión vs. Italia). En ello se distingue precisamente de las directivas, las cuales sólo imponen a los Estados obligaciones de resultado.

c) Directamente aplicable en cada Estado miembro. El Reglamento Comunitario no necesita de la interposición normativa de los Estados miembros para producir sus efectos. Es más, el TJCE insiste en la prohibición de cualquier actividad por parte de los Estados susceptible de obstaculizar la inmediatividad de la aplicación de los reglamentos, incluida la reproducción estatal de los mismos. Los Reglamentos Comunitarios entran en vigor por su publicación en el “Diario Oficial de las Comunidades Europeas” (DOCE) en la fecha que los mismos determinen o, a falta de ella, a los veinte días de su publicación.

Sin embargo, ésta aplicabilidad directa hay que entenderla en sus justos términos, ya que sería imposible para los órganos comunitarios entrar en contacto directo con los sujetos obligados sin la interposición de la autoridad estatal. Pero esta colaboración de los Estados no podría, en todo caso, vulnerar el carácter directamente aplicable de los mismos. Además, existen ocasiones en que no todos sus preceptos son de aplicación directa, sino que exigen una decisión previa de los Estados miembros (así, entre otros, el Reglamento sobre agrupaciones de interés económico).

Directivas


Las directivas son actos normativos cuyos destinatarios son Estados miembros y cuya obligatoriedad alcanza sólo a los resultados propuestos, dejando en libertad a los Estados miembros respecto de la forma y método para lograrlos. Los rasgos de la Directiva son los siguientes:

a) Los destinatarios de las Directivas son los Estados. Ello a diferencia de los Reglamentos, cuyos destinatarios son los particulares.

b) Los Estados miembros tienen la obligación de trasponer la misma, es decir, de dictar normas internas que concreten el contenido de aquélla. Estas normas serán normas internas, y, en consecuencia, deberán ser conformes al reparto de competencias de cada uno de ellos, como se indicó al estudiar el acervo comunitario.

c) Imponen una obligación de resultado. Los Estados, al trasponer la directiva, pueden elegir el medio que estimen conveniente, pero están vinculados por el resultado a alcanzar.

d) Deben ser notificadas a sus destinatarios, que pueden ser uno, varios o todos los Estados miembros. Lo más frecuente es que las Directivas tengan por destinatarios a la totalidad de los Estados miembros, a los cuales se les concede un plazo para darles cumplimiento. Aunque no es obligatorio, ni condiciona su entrada en vigor, las Directivas también se publican en el DOCE.

En cuanto se refiere a las relaciones entre Reglamentos y Directivas, ésta no es una posición de jerarquía. Su diferencia radica básicamente en el grado de concreción de la norma, lo que a su vez trae como consecuencias la necesidad de desarrollo de las directivas por los Estados miembros y su inaplicabilidad directa a los ciudadanos (con salvedades, como veremos posteriormente).

Sin embargo, en algunos casos sí existe jerarquía en el ámbito del Derecho derivado. La jerarquización se produce cuando una norma (reglamento o directiva) remite a otra (reglamento o directiva), a la que le encomienda la regulación de alguna cuestión determinada. Así se podría distinguir entre reglamentos o directivas de base y reglamentos o directivas de ejecución.

OTRAS FUENTES

Dentro del tercer grupo de fuentes podríamos distinguir dos clases: las que se inscriben en el marco del Derecho Internacional y las que se podrían considerar como fuentes del Derecho en general. 

Entre las que se inscriben en el marco del Derecho Internacional, destacan los acuerdos y decisiones de los representantes de los Estados miembros reunidos en el seno del Consejo y los acuerdos concluidos por la Comunidad con terceros. Precisamente a estos últimos se refiere el art. 300 TCE (antiguo 228) cuando señala que estos acuerdos “serán vinculantes para las instituciones de la Comunidad, así como para los Estados miembros”.


En cuanto a las fuentes del Derecho en general, hoy en día se señala la escasa importancia que tiene la costumbre para crear normas en el Derecho Comunitario. Sin embargo, sí es importante la posición que ocupan los principios generales en el Derecho Comunitario, frecuentemente invocados por el TJCE, unas veces como fuente autónoma del Derecho Comunitario y otras como criterio de interpretación de las demás fuentes del Derecho Comunitario. Siguiendo precisamente la jurisprudencia del TJCE podríamos distinguir  cuatro clases de principios:

a) Principios comunes a todos los sistemas jurídicos o, como ha llamado el TJCE, “principios elementales del Derecho”: buena fe, legalidad, seguridad jurídica...

b) Principios generales del Derecho Internacional. El TJCE los ha aplicado en determinadas ocasiones, refiriéndose, entre otros, al principio pacta sund servanda o el principio de que no se puede cerrar el acceso de los súbditos propios al territorio nacional. Pero en otros casos, el propio Tribunal ha negado expresamente la aplicabilidad de un determinado principio general del Derecho internacional. En concreto, se trata de la Sentencia de 1964 en el Asunto Luxemburgo Vs. Bélgica, en que afirmó que no es aplicable el principio de que el incumplimiento de las obligaciones derivadas de un tratado permite a la otra parte incumplir sus obligaciones.

c) Principios generales comunes a los Estados miembros. Son los principios que primero invocó el Tribunal de Justicia como fundamento de sus decisiones, debido, probablemente a que a ellos se refiere el art. 288 TCE (antiguo 215).  Sin embargo, como observan los autores, el Tribunal no extrae estos principio generales mediante una superposición de todos los Ordenamientos internos, para comprobar si coincide su presencia en todos ellos. Todo lo contrario: elige entre los principios que rigen en unos y otros Estados, aquellos que considera más acordes con las finalidades perseguidas por los Tratados fundacionales.

d) Principios generales del Derecho Comunitario, en sentido estricto. De estos principios, algunos se basan en preceptos concretos de Tratados (no-discriminación por razón de nacionalidad, libre circulación, solidaridad, primacía del Derecho Comunitario...) y otros se deducen de su articulado (proporcionalidad...)

EL EFECTO DIRECTO


El Derecho Comunitario ha de desplegar sus efectos de una manera uniforme en todos los Estados miembros a partir de su entrada en vigor y durante toda la duración de su validez, y a ello se refiere precisamente lo que se conoce como efecto directo del Derecho Comunitario. Sus consecuencias serían las siguientes:

· Las normas comunitarias no necesitan ser traspuestas o traducidas a normas de derecho interno, sino que son directamente aplicables desde que sean promulgadas en el DOCE.

· Las normas comunitarias son fuente inmediata de derechos y obligaciones para todos aquellos a quienes conciernan, sean Estados miembros o particulares. En este sentido, el TJCE ha señalado que el efecto directo de las normas no sólo es vertical (relaciones de un particular con las administraciones públicas) sino también horizontal (aplicación a las relaciones de un particular otro particular).

· Las normas comunitarias pueden ser directamente invocadas por los particulares ante los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros, que tiene obligación de aplicarlas.

En cuanto a las normas que gozan de efecto directo, en primer lugar se destacan los Reglamentos. Sin embargo, estos no gozarán del efecto directo cuando necesiten de normas complementarias para precisar el alcance de los derechos de los particulares a los que aquéllos se refieren. También gozarían de este efecto directo las decisiones y los acuerdos concluidos por la Comunidad con terceros Estados o con otras organizaciones.

Sin embargo, el problema se ha planteado respecto de las directivas. En principio no deberían producir este efecto, ya que necesitan ser desarrolladas por los Estados miembros, pero el TJCE ha atribuido dicho efecto a las directivas cuando concurren dos requisitos:

1. Que haya vencido el plazo concedido a los Estados miembros para la trasposición.

2. Que la Directiva sea suficientemente precisa. No obstante, en el caso de que a la directiva le falte este requisito de la precisión o determinación pero al particular le produjera daños la no-trasposición en tiempo el Estado está obligado a reparar esos daños (Sentencia Francorich, de 19 de noviembre de 1991).

Sin embargo, la aplicabilidad directa de las directivas se ha sostenido por el Tribunal con matizaciones. Así, ha distinguido entre eficacia directa horizontal y vertical:

· Respecto de la eficacia horizontal, el Tribunal de Justicia ha afirmado que no cabe exigir obligaciones, a cargo de particulares, derivados de una directiva que no ha sido traspuesta en el Derecho interno.

· Respecto de la eficacia vertical, el Tribunal ha considerado que el Estado debe soportar y cumplir la invocación de derechos que hagan los particulares, sobre la base de directivas no traspuestas que les atribuyan tales derechos. Sin embargo, el Estado no puede exigir a los particulares obligaciones que les imponga una directiva no traspuesta, en tanto no proceda a su trasposición. Además, el efecto directo vertical puede hacerse efectivo frente a entidades regionales (autonómicas) y locales, e incluso frente a empresas u organismos públicos (sentencia Fratelli Constanzo, de 22 de junio de 1989).

VALOR DE LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. EL RECURSO PREJUDICIAL.


Cómo señala García de Enterría, el TJCE reúne funciones que coinciden con la de diversas clases de tribunales:

· Actúa como Tribunal Constitucional, puesto que determina la adecuación de los actos normativos de las Comunidades a los textos de los Tratados constitutivos y de los demás que forman parte del Derecho primario
· Actúa como Tribunal Contencioso-Administrativo, pues juzga la legalidad de los actos emanados de las autoridades comunitarias
· Actúa como Tribunal Internacional, pues resuelve las diferencias que surgen entre los Estados miembros.
Además tiene una función original y de tanta o mayor importancia que las anteriores, que es la cooperación con las jurisdicciones nacionales por la vía del reenvio/recurso prejudicial de interpretación.

La jurisdicción en cuestiones de Derecho Comunitario corresponde a los Tribunales nacionales. Son ellos los que, además de aplicar las normas internas, deben aplicar las normas comunitarias. Es más. El Derecho Comunitario deroga las normas internas que se le opongan, lo cual ha de ser apreciado por el juez ordinario de cada Estado miembro, que dentro del marco de su competencia tiene la obligación de asegurar la primacía de las normas comunitarias sobre las disposiciones contrarias de la legislación nacional. Así, el Tribunal Constitucional, en sentencia de 14 de febrero de 1991, indicó la facultad de los jueces nacionales para dejar inaplicadas las disposiciones legales españolas contrarias al Derecho Comunitario, y ello es así porque las normas internas anteriores que se opongan al Derecho Comunitario han de entenderse derogadas, y las posteriores contrarias habrán de reputarse inconstitucionales por incompetencia (STS 24 de abril de 1990).

Sin embargo, siempre existe el riesgo de interpretaciones divergentes. Para evitar ese peligro se crea el recurso prejudicial. Así los “órganos jurisdiccionales” de los estados miembros que decidan en última instancia cuestiones en que han de aplicar una norma comunitaria están obligados someter la interpretación de esa norma al Tribunal de Justicia cuando la misma sea discutida, y si el órgano no resuelve en última instancia están simplemente facultados para solicitar esa interpretación. En todo caso, la resolución acordando plantear la cuestión produce como efecto inmediato la suspensión del proceso en el Estado en que se encuentre hasta que recaiga resolución en la cuestión prejudicial.

Hay que destacar que la noción de “órgano jurisdiccional” que utilizan los Tratados no debe entenderse con criterios nacionales. Así, el propio TJCE ha considerado que tienen ese carácter de “órgano jurisdiccional”, no sólo los órganos judiciales, sino también los órganos de la Administración, pero no tendrían dicho carácter los árbitros nombrados por acuerdo privado.

En cuanto se refiere a los efectos de la resolución del TJCE que ponga fin al recurso prejudicial, ésta vincula, con autoridad de cosa juzgada, al órgano jurisdiccional nacional que planteó la consulta. Pero es más. El valor de la jurisprudencia emanada del TJCE tiene fuerza obligatoria general para todas las jurisdicciones nacionales que tengan que aplicar la norma interpretada, sin perjuicio de que, en un nuevo asunto, se pueda interponer un recurso prejudicial sobre la interpretación del mismo precepto.

Las sentencias interpretativas se considera que tienen efecto retroactivo o ex tunc; es decir, sus consecuencias se retrotraen hasta el momento mismo en que se aprobó la norma interpretada. Sin embargo, en algunos casos, excepcionalmente, el TJCE ha declarado no retroactiva alguna sentencia cuando la retroactividad hubiera implicado graves consecuencias económicas o sociales (éste es el caso de la Sentencia Defrenne, de 1976, sobre igualdad de salarios entre hombres y mujeres).
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